
JURISPRUDENCIAS EMITIDAS POR EL PLENO Y LAS SALAS 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACI6N Y POR 
LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO PUBLICADOS 
EN LA GACETA DEL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERA- 
CIÓN DE OCTUBRE, NOVIEMBRE Y DICIEMBRE DE 1997.* 

OCTUBRE 

PLENO 

SUPLENCIA DE L A  QUEJA DEFICIENTE EN LA APELACIóN 
EN MATERIA PENAL 

De conformidad con lo dispuesto en los Códigos de Procedimientos 
Penales de las diversas entidades federativas que contengan similar 
disposición, ante la falta total o parcial de agravios en la apelación, 
cuando el recurrente sea el reo o su defensor, o siéndolo también en 
ese supuesto el Ministerio Público, hubieren resultado infundados los 
agravios alegados por este último, el tribunal revisor cumple con la 
obligación de suplir la deficiencia de la queja, al hacer suyas y remitir 
a las consideraciones, razonamientos y fundamentos de la sentencia de 
primer grado, al no advertir irregularidad alguna en aquella, que 
amerite ser suplida, lo que significa que la misma se encuentra ajus- 
tada a derecho, sin que sea necesario plasmar en su resolución el aná- 
lisis reiterativo de dichos fundamentos que lo llevaron a la misma con- 
cliisión. 

la./J. 40/97 
Contradicción de tesis 16/95. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 

Colegiado del Quinto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del Sexto Cir- 
cuito, y el entonces Primer Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito, hoy 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal de dicho Circuito. 20 de agosto 
de 1997. Cinco votos. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: 
Agusth Urdapilleta Trueba. 

En esta sección colabora Leticia Vargas, investigadora eii el Instituto de Inves- 
tigaciones Juridicas de la UNAM. 
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Tesis de jurisprudencia 40/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de diecisiete de septiembre de mil novecientos no- 
venta y cinco, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros presidente 
Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva 
Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villlegas. Ausente José de Jesús 
Gudiño Pelayo. 

RECURSO DE REVISIdN EN MATERIA AGRARIA. EL TRZBU- 
NAL SUPERIOR AGRARIO ES LA AUTORIDAD FACULTADA 
PARA DECIDIR SOBRE SU PROCEDENCIA. 

Si bien el artículo 200 de la Ley Agraria dispone que el Tribunal 
Unitario Agrario "admitirá" el recurso de revisión cuando se refiera a 
los supuestos del artículo 198 y será presentado en tiempo, la inflexibn 
verbal "admitirá" no debe interpretarse en forma gramatical, sino sis- 
temática, como sinónimo de "dar trámite al recurso", ya que conforme 
al precepto indicado y al articulo 90. de la Ley Orgánica de los Tri- 
bunales Agrarios, el conocimiento y resolución de didio medio de im- 
pugnación corresponde al Tribunal Superior Agrario, quien para pm- 
nunciarse sobre el fondo debe decidir, previamente, como presupuesto 
indispensable, sobre la procedencia, del recurso; en consecuencia, el 
Tribunal Unitario Agrario únicamente debe darle trámite y enviarlo 
al superior, de ahí que en este aspecto no sea aplicable supletoria- 
mente el Código Federal de Procedimientos Civiles. 

2a./J. 41/97 
Contradiccibn de tesis 43/96. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Vigésimo Primer Circuito y el Tribunal Colegiado del Vigési- 
mo Segundo Circuito. 13 de junio de 1997. Cinco votos. Ponente: Guillermo 
1. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Enrique Zayas Roldán. 

Tesis de jurisprudencia 41/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de trece de junio de mil novecientos nwenta y 
siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, Ma- 
nano Azuela Giiitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 1. Ortiz 
Mayagoitia, presidente Genaro David Góngora Pimentd. 

APELACIdN Y CONSUMACZdN PROCESAL. 

Si interpuesta la apelación, por falta de algún requisito formal, el 
órgano jurisdiccional se niega a admitirla y el inconforme, aun dentro 
del tkrmino, subsanando los errores de forma, vuelve a interponer el 
recurso, no hay razón para no admitirlo, por estimar que operó la con- 
sumación procesal, pues este principio sólo opera si la primera vez que 
se ejercitó el derecho relativo se hizo de manera formalmente válida. 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.4o.C. J/12 

Amparo directo 1754/97. Lázaro Juan Ugalde Ruiz. 13 de mano de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Faustino Cervantes León. Secretario: Carlos 
Ríos Díaz. 

Amparo directo 2134/97. Violeta Letty Hattem Cohen y Felipe Gordon 
Barabejzyk. 20 de marzo de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rin- 
cón Orta. Secretario: Mauricio Francisco Vega Carbajo. 

Amparo directo 2204/97. Virginia Casanova Cossío de Parra. 24 de abril de  
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Alvaro Ovalle Alvarez. Secretario: Da- 
niel Sánchez Montalvo. 

Amparo directo 3504/97. Tecno-Fast de México, S. A. de C. V. 7 de agos- 
to de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Faustino Cervantes León. Secre- 
taria : Graciela Lara Osoria. 

Amparo directo 6424/97. Benito Reyes Gutiérrez. 5 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Álvaro Ovdle Álvarez. Secretario: Daniel 
Sánchez Montalvo. 

VPase: Tesis 1.70. C.8 C en la pág. 725 de esta misma publicaci6n. 

AVENIMIENTO EN MATERIA AGRARIA.  OBLIGACIdN DEL 
T R I B U N A L  DE E X H O R T A R  A LAS PARTES PERSONALMEN- 
T E  A U N A  COMPOSICIóN AMIGABLE. 

Al establecer la fracción VI del artículo 185 de la Ley Agraria que 
el tribunal exhortará a las partes a una composición amigable, se pre- 
tende que sean los ejidatarios, 8personalmente y no a través de apode- 
rado, los que resuelvan sus propios conflictos, toda vez que la volun- 
tad de concluir el juicio por la vía del convenio es una facultad única 
y exclusiva de las partes, con independencia de la opinión de sus re- 
presentantes. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO PRIMER CIRCUITO 
X1.30. J/1 

Amparo directo 169/96. Pedro Garcia Soreque. 13 de marzo de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Julio A. Ibarrola González. Secretaria: Ma. Gua- 
dalupe Villegas Gómez. 

Amparo directo 82/97. Carlos Méndez Vences. 3 de julio de 1997. Unani- 
midad de votos. Ponente: Oscar Hemández Peraza. Secretario: José Valle 
Hernández. 

Amparo directo 112/97. Juana Sánchez Alcántar. 3 de julio de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Oscar Hernández Peraza. Secretaria: Teresita Ro- 
sales Bemal. 

Amparo directo 191/97. Felipe Carachure Marcos. 3 de julio de 1997. Um- 
nimidad de votos. Ponente: Oscar Hernández Peraza. Secretaria: Teresita 
Rosales Bemal. 
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Amparo directo 277/97. José Cruz Mercado y otras. 21 de agosto de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Moisés Duarte Aguiñaga. Secretario: Juan 
García Orozco. 

CONFESION EN MATERIA LABORAL. CASO EN QUE SE COA'S- 
T I T U Y E .  

Conforme al artículo 794 de la Ley Federal del Trabajo, se tendrá 
por confesión expresa y espontánea de las partes, sin necesidad de ser 
ofrecida como prueba, las manifestaciones contenidas en las constan- 
cias y las actuaciones del juicio. Ahora bien, sin desconocer el contenido 
de la tesis de jurisprudencia de la entonces Cuarta Sala de la Suprema 
Corte de Justicia, número 46/94, publicada en las páginas 28 y 29 de 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación número 83, de ru- 
bro: "RENUNCIA. EFICACIA DEL ESCRITO DE, QUE CONTIE- 
NE ADEMAS UNA LIQUIDACIÓN O RECIBO FINIQUITO DON- 
DE SóLO SE ASIENTA QUE EL PATRON NO ADEUDA AL TRA- 
BAJADOR CANTIDAD ALGUNA POR LAS PRESTACIONES 
DEVENGADAS POR ÉSTE, QUE NO GENER6 DICHAS PRESTA- 
CIONES, O CUALQUIER REDACCI6N SIMILAR"; conforme a la 
cual, las manifestaciones que se hagan en una renuncia al empleo, 
que contenga ademis una liquidación o recibo finiquito en donde se 
asiente que el patrón no adeuda al trabajador cantidad alguna por 
las prestaciones devengadas, o que no se generaron éstas, no revela a la 
parte patronal de las cargas probatorias que le impone la ley; sin em- 
bargo, si las manifestaciones que se hacen en el recibo finiquito coa- 
sisten en externar ciertas condiciones bajo las que se prestaron los 
servicios, esas sí deben constituir la confesión expresa a que se refiere 
el dispositivo legal aludido, ya que no se pretende relevar al patrón 
de probar que cubrió al trabajador las prestaciones a las que éste tuvo 
derecho. 

NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.90.T. 5/30 

Amparo directo 4259/95. Rocío Aragón Apecechea. 26 de abril de 1995. 
Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Car- 
los Alberto Bravo Melgoza. 

Amparo directo 1719/97. Elvira Bedolla Martínez. 20 de febrero de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: José 
Morales Contreras. 

Amparo directo 2879/97. Pedro Prado García. 20 de mano de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonso. Secretaria: 
Rebeca Patncia Ortiz Alfie. 
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Amparo directo 5439/97. Ferrocarriles Nacionales de México. 15 de mayo 
de 1997. Unanimidad de  votos. Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alon- 
so. Secretaria: Rebeca Patricia Ortiz Alfie. 

Amparo directo 9919/97. Ramón Ferral Salas. 4 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Rafael Olivera Toro y Alonsa. Secreta- 
ria: Rebeca Patricia Ortiz Alfie. 

DEMANDA DE NULIDAD. CdMPUTO DEL TÉRMZNO PARA SU 
PRESENTACZdN CUANDO EL ULTIMO DfA  ES ZNHABIL. 

De acuerdo con el artículo 95, fracción V, de la Ley Federal de Ins- 
tituciones de Fianzas, el plazo para la presentación de la demanda de 
nulidad es de treinta días naturales; sin embargo, si dicho término 
feneciera en día inhábil, aquél deberá prorrogarse al siguiente hábil, 
tomando en consideración que no es posible materialmente presentar 
una demanda ante el Tribunal Fiscal de la Federación por ausencia 
de labores; por tanto, si tal demanda se depositó en el correo el primer 
día hábil siguiente, su presentación no debe calificarse de extempo- 
ránea. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL SEGUNDO CIRCUITO 
II.A.l A 

Amparo directo 28/97. Afianzadora Insurgentes Serfín, S. A. de C. V., Gru- 
po Financiero Serfin. 3 de julio de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Da- 
río Carlos Contreras Reyes. Secretaria: María Dolores Omaña Ramírez. 

DEMANDA LABORAL, ZNTEGRACIdN DE LA. 

Dado que al tenor del articulo 687 de la Ley Federal del Trabajo 
las comparecencias, escritos, promociones o alegaciones no tienen que 
sujetarse a forma determinada, pero las partes deben precisar los pun- 
tos petitorios; mientras que conforme al artículo 872 del mismo orde- 
namiento legal, la demanda debe formularse por escrito, expresando 
los hechos fundatorios de las pretensiones, se concluye que las mani- 
festaciones de la actora, acerca de tales hechos, contenidas e n  escrito 
anexo al de demanda, forman parte de ésta; con mayor razón si en la 
misma se alude a dicho e s d o  anexo y se ratifican ambos documentos 
en la etapa de demanda y excepciones, como lo contempla el artícu- 
lo 878, fracción 11, de la misma legislación. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO SEGUNDO CIRCUITO 
XI1.20.5 L 

Amparo directo 341/97. Ferrocarriles Nacionales de México. 30 de septiem- 
bre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Enrique Eden Wynter 
García. Secretario: Manuel González Díaz. 
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Amparo directo 321/97. Ferrocarriles Nacionales de México. 30 de septiem- 
bre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Enrique Eden Wynter 
García. Secretario: Manuel González Díaz. 

DEMANDA LABORAL. SU ENDEREZAMIENTO EN C O N T R A  
DE DIVERSO TERCERO. OPORTUNIDAD PARA EFECTUARLO. 

Si el actor promueve que su demanda sea enderezada en contra de 
diverso tercero, sin que se haya cerrado o siquiera celebrado la audien- 
cia de demanda y &cepciones, la Junta debe acceder a tal petición, 
pues si bien es cierto que la Ley Federal del Trabajo no establece pre- 
cepto alguno al respecto, en cambio es de considerarse que la solicitud 
d e  referencia se encuentra dentro del lapso legal para hacerlo, en tanto 
no haya sido superada aquella etapa procesal. 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.5o.T.114 L 

Amparo en revisión 305/97. Esmelda Camargo Soto y otros. 23 de abril de 
de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Constantino Martínez Espinoza. Se- 
cretaria: Rosa María Upez  Rodríguez. 

DETEh7C16N. CUANDO EL QUEJOSO ADUZCA EN L A  DE- 
MANDA DE AAIPARO CUESTIONES INHERENTES A L A  LEGA- 
LIDAD DEL A U T O  QUE LA CALIFICA, ÉSTAS DEBEN SER 
ESTUDIADAS, AUN CUANDO SE SERALE COMO ACTO RE- 
CLAMADO UNZCAMENTE EL A U T O  DE FORMAL PRISZóN. 

El artículo 16, párrafo sexto, de la Carta Magna, dispone que en 
casos de urgencia o flagrancia, el Juez que reciba la consignación del 
detenido deberá, inmediatamente, ratificar la detención o decretar la 
libertad con las reservas de ley. En este contexto, debe concluirse que 
es obligación del resolutor constitucional estudiar el auto que califi- 
ca la detención del indiciado cuando éste, en la demanda de garantías, 
impugne cuestiones relativas a su ilegal detención o retención sufridas 
en la averiguación previa independientemente de que se hubiere seña- 
lado como acto reclamado únicamente el auto de formal prisión. Ello 
porque en primer lugar, la demanda de amparo constituye un todo; en 
segundo tdrmino, en razón de que los conceptos de violación relativos 
a la ilegal detención o retención están directamente relacionados con 
el acuerdo emitido por el propio órgano jurisdiccional que la ratificó 
y, finalmente, en virtud de que las violaciones sufridas en el citado 
proveído calificador no pueden estimarse irremediablemente consuma- 
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das en términos del artículo 73, fracción X, de la ley reglamentaria. 
del juicio de garantías. 

SEGUKDO TRIRUN.4L COLEGIADO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO 
XIV.2o.63 P 

Amparo en revisión 63/97. Luis Fernando Basora Fósti'l. 14 de marzo de: 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Amorós Izaguirre. Secretario: 
Gonzalo Eolo Durán Molina. 

Nota: Sobre el tema tratado existe denuncia de contradicción de tesis núine- 
ro 49/97, pendiente de resolver en la Primera Sala. 

Véase: Semanario Judicial de la Federacidn y su Gaceta, 9a. época, t .  IV, agos- 
to, tesis VI.20.89 P, p. 664 de rubro: "DETENCION, PROCEDE ANALIZAR LA 
INCONSTITUCIONALIDAD DE LA, AUN CUANDO EXISTA 4UTO DE FOR- 
M.4L PRISION". 

DIJ'ORCIO, CAUSALES DE. CONTENIDAS EN LA FRACCZdN XZ 
DEL A R T f C U L O  257 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE 
NUEVO LEÓN. 

El artículo 267, fraccihn XI, del referido código sustantivo contiene 
tres causales de divorcio que son: a) sevicia; b) amenazas, y c) injurias 
graves, las cuales no son conceptos sinónimos, sino que cada una tiene 
su propia significación jurídica, aun cuando estén consagradas dentro 
del mismo numeral; ahora bien, el hecho de que se invoque este ar- 
tículo como fundatorio de la acción de divorcio ejercitada no es viola- 
torio de garantías individuales, si en el proceso de primera instancia 
el actor debidamente establece dentro de su narración de hechos en 
su demanda los que son constitutivos de las causales que invoca, esta- 
bleciendo circunstancias de modo, tiempo y lugar, que además acredita 
en el periodo de instrucción con los medios de pxueba que aporta y 
que el a quo acertadamente valora, precisamente con toda claridad en 
la sentencia las causales por las que decretó la procedencia de la ac- 
ción. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO CIRCUITO 
IV.30.21 C 

Amparu directo 478/96. Alma Leticia Lozano Villarreal. 4 de febrero d e  
1997. Unanimidad de  votos. Ponente: Juan Miguel García Salazar. Secreta- 
rio: Ángel Torres Zamarrón. 

DIVORCIO. FALTA DE MZNISTRACZdN DE ALIMENTOS. CARL 
GA DE LA PRUEBA (LEGZSLACZdN DEL ESTADO DE GUE-. 
RRERO).  

La falta de ministración alimenticia, como causal de divorcio previs-- 
ta en la fracción XI del artículo 27 de la Ley de Divorcio del Estada 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1998. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho



302 JURISPRUDENCIA 

de Guerrero, al referirse a una obligación de actuar y hacer, es indu- 
dable que la demostración de proporcionarlos es a cargo del deman- 
dado, porque no pueden demostrarse hechos negados, como en el caso 
aquel opone como medio de defensa que si los proporcionaba. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO 
n I . l o . 8 6  c 

Amparo directo 386/97. Adela Torreblanca Bravo. 3 de julio de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Refugio Raya Arredondo. Secretario: José 
Luis Arroyo Alcántar. 

Vbase: Semanario Judicial de ia Federacidn, l a .  epoca, volúmenes 193-198. sex- 
ta parte, p. 76, de rubro: "DIVORCIO, FALTA DE MINISTRACION DE ALI- 
MENTOS COMO CAUSAL DE CARGA DE LA PRUEBA" y Apéndice al Sema- 
nario Judicial de la Federación 1917-1995, t .  IV, Materia Civil, tesis 524, p. 372, de 
rubro: "DIVORCIO. ALIMENTOS. NEGATIVA INJUSTIFICADA A PROPOR- 
CIONARLOS COMO CAUSAL DE (LEGISLACION DE PUEBLA). 

DIVORCIO, FALTA DE MZNZSTRACZdN DE ALIMENTOS COMO 
CAUSA DE (LEGZSLACZÓN DEL ESTADO DE JALISCO). 

Cuando en un juicio de divorcio se invoca la causal consistente en 
la negativa injustificada de dar alimentos a un cónyuge y a sus hijos 
(artículo 404, fraccibn XIV, del Código Civil actual), por ser de tracto 
sucesivo tal abstención, que ha tenido lugar desde que estaba vigente 
el Código Civil anterior hasta después de que fue aprobado el nue- 
vo, es correcto que el trámite se ventile con la legislación actual, inde- 
pendientemente de que los cónyuges se hayan casado estando en vigor 
el código derogado, dado que para cuando se formuló la demanda de 
divorcio subsistía la causal en que se fundamenta. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL 
DEL TERCER CIRCUITO 
III.3o.C.65 C 

Amparo directo 866/97. Lourdes Sandwal Ríos. 14 de agosto de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Figueroa Cacho. Secretaria: Alba En- 
gracia Bugarín Campos. 

NOVIEMBRE 

PLENO 

ZRRETROACTZVZDAD DE LAS LEYES. SU DETERMINACZdN 
CONFORME A LA T E O R f A  DE LOS COMPONENTES DE L A  
NORMA.  

Conforme a la citada teoría, para determinar si una ley cumple con 
la garantía de irretroactividad prevista en el primer párrafo del artícu- 
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lo 14 constitucional, debe precisarse que toda norma jurídica contiene 
un supuesto y una consecuencia, de suerte que si aquél se realiza, ésta 
debe producirse, generándose, así, los derechos y obligaciones corres- 
pondientes y, con ello, los destinatarios de la norma están en posibi- 
lidad de ejercitar aquellos y cumplir con éstas; sin embargo, el supues- 
to y la consecuencia no siempre se generan de modo inmediato, pues 
puede suceder que su realización ocurra fraccionada en el tiempo. Esto 
acontece, por 10 general, cuando el supuesto y la consecuencia son 
actos complejos, compuestos por diversos actos parciales. De esta for- 
ma, para resolver la retroactividad o irretroactividad de una disposición 
jurídica, es fundamental determinar las hipótesis que pueden presen- 
tarse en relación con el tiempo en que se realicen los componentes de 
la norma jurídica. Al respecto cabe señalar que, generalmente y en 
principio, pueden darse las siguientes hipótesis: 1. Cuando durante la 
vigencia de una norma jurídica se actualizan, de modo inmediato, 
el supuesto y la consecuencia establecidos en ella. En este caso, ningu- 
na disposicibn legal posterior podrá variar, suprimir o modificar aquel 
supuesto o esa consecuencia sin violar la garantía de irretroactividad, 
atento que fue antes de la vigencia de la nueva norma cuando se rea- 
lizaron los componentes de la norma sustituida. 2. El caso en que l a  
norma jurídica establece un supuesto y varias consecuencias sucesivas. 
Si dentro de la vigencia de esta norma se actualiza el supuesto y algu- 
na o algunas de las consecuencias, pero no todas, ninguna norma pos- 
terior podrá variar los actos ya ejecutados sin ser retroactiva. 3. Cuando 
la norma jurídica contempla un supuesto complejo, integrado por 
diversos actos parciales sucesivos y una consecuencia. En este caso, la 
norma posterior no podrá modificar los actos del supuesto que se haya 
realizado bajo la vigencia de la norma anterior que los previó, sin 
violar la garantía de irretroactividad. Pero en cuanto al resto de los 
actos componentes del supuesto que no se ejecutaron durante la vigen- 
cia de la norma que los previó, si son modificados por una nonna 
posterior, ésta no puede considerarse retroactiva. En esta circunstancia, 
1m actos o supuestos habrán de generarse bajo el imperio de la norma 
posterior y, consecuentemente, son las disposiciones de ésta las que de- 
ben regir su relación, así como la de las consecuencias que a tales su- 
puestos se vinculan. 

P./J. 87/97 
Amparo en revisión 2013/88. Rolando Bosquez Jasso. 16 de agosto de 1989. 

Mayoría de diecinueve votos. Ponente: Ulises Schmill Ordóñez. Secretario: 
Juan Manuel Martinez Martínez. 
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Amparo en revisión 278/95. Amada Alvarado González y otros. 29 de agos- 
to de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Olga María Sánchez Cordero. Secretaria: Norma Lucia Piña Hernández. 

Amparo en revisión 337/95. María del Socorro Ceseñas Chapa y otros. 
27 de febrero de 1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Agui- 
naco Alemán. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Humberto Suá- 
rez Camacho. 

Amparo en revisión 211/96. MicroeleotrÓnica, S. A. 27 de febrero de 1997. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponen- 
te: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Alfredo Upez Cruz. 

Amparo en rwis ih  1219/96. Rosa María Gutiérrez Pando. 14 de agosto de 
1997. Unanimidad de diez votos. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Olga María Sánchez Cordero. Secretaria: Norma Lucía Piña Hernández. 

Ei1 Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el tres de noviembre en 
curso, aprobó, con el número 87/1997, la tesis jurispmdencial que antecede. 
México, Distrito Federal, a tres de noviembre de mil nwecientos noventa y 
siete. 

PRIMERA SALA 

APELACZdN IMPROCEDENTE. LO ES AQUELLA QUE INTER- 
PONE EL ZNDZCZADO EN C O N T R A  DEL ACUERDO QUE NEGd 
L A  PRESCRZPCZON DE L A  ACCION, SI C O N T R A  ESTE SE LI- 
BRO ORDEN DE APREHENSION Y NO SE CUMPLIMENTO. 

La admisión del recurso de apelación requiere de dos presupuestos: 
procedencia, la que en el Código de Procedimientos Penales para el 
Distrito Federal, por ser el ordenamiento aplicable, se establece en 
el artículo 418, al precisar cuáles son las resoluciones apelables; y le- 
gitimación, ya que el precepto 415 exige que la segunda instancia sólo 
se abra a petició'n de parte legítima, reservándose tal derecho, en los 
términos del dispositivo 417, al Ministerio Público, al acusado y su 
defensor, asi como al ofendido y sus legítimos representantes en lo que 
se  refiere a la reparación del daño. No obstante lo anterior, en la es- 
pecífica hipótesis que se analiza, el recurso se interpone por el indicia- 
do, en contra de quien se libró una orden de aprehensión que no se 
cumplimentó, para combatir la determinación del Juez de no tener 
-por prescrita la acción penal, que previamente le había solicitado; y si 
bien la resoluci6n es apelable de conformidad con la fracción 111 del 
artículo 418 invocado, no es de admitirse el recurso, por carecer de 
legitimación quien lo interpone, en virtud de que no se ha sujetado 
a la potestad jurisdiccional, sometiéndose a juicio, pues, por lo contra- 
rio, se encuentra evadido de la justicia, lo cual impide reconocerle 
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la calidad de sujeto procesal y menos aún de parte, por surgir ésta 
hasta el momento en que es puesto a disposición del Juez como dete- 
nido, o presentado para que se le instruya la causa, y mientras esto no 
acontezca, se encuentra suspendido el procedimiento. Sin embargo, lo 
anterior no constituye óbice para que si estimase que la determinación 
judicial es violatoria de garantías en su contra, pueda impugnarla a 
través del juicio de amparo. 

la./J. 42/97 
Contradicción de tesis 14/97. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole- 

giados Tercero y Cuarto en Materia Penal del Primer Circuito. lo. de octu- 
bre de 1997. Cinco votos. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Ville- 
gas. Secretaria: Ma. Edith Ramírez de Vidal. 

Tesis de jurisprudencia 42/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de cinco de noviembre de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cuatro votos de los Ministros presidente Juventino V. Cas- 
tro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo, previo 
aviso a la Presidencia. 

SEGUNDA SALA 

JUICIO AGRARIO. DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE A L  AM- 
PARO CUANDO SE IMPUGNAN ACTOS DE AUTORIDADES 
DEhTTRO DE LA EJECUCIdN O REEJECUCIdN DE U N A  RESO- 
L U C I d N  PRESIDENCIAL D O T A T O R I A  DE TIERRAS EJIDALES 
Y COMUNALES, AUNQUE SE HAYAN REALIZADO CON ANTE- 
RIORIDAD A LA ENTRADA EN VIGOR DE L A  LEY ORGANICA 
DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS, SIEMPRE QUE L A  IMPUG- 
ATACIdN DE DICHOS ACTOS SE HAYA EFECTUADO CON POS- 
TERIORIDAD A LA INSTAURACIdN DE LOS TRIBUNALES 
UNITARIOS AGRARIOS. 

La fracción XV del artículo 73 de la Ley de Amparo recoge un as- 
pecto del principio de definitividad del proceso constitucional, en vir- 
tud del cual, los actos que se combaten por este medio deben ser inata- 
cables de conformidad con las disposiciones legales ordinarias. Lo 
anterior obliga, en el caso en el que se combatan actos de autoridades 
agrarias dentro de la ejecución o reejecución de resoluciones presiden- 
ciales dotatorias de tierras, a agotar el juicio agrario antes de acudir al 
amparo, dado que por la entrada en vigor de la fracción XIX del ar- 
tía110 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
reformada mediante el decreto publicado en el Diario Oficial de la 
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Federación, el seis de enero de mil novecientos noventa y dos y los 
artículos 10. y 163 de la Ley Agraria y lo. y 18, fracciones IV y V, de 
la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, corresponde a los Tribu- 
nales Unitarios Agrarios conocer de la impugnación de  los actos d e  
las autoridades que afecten, modifiquen 0 extingan derechos y de los 
conflictos sobre la tenencia de la tierra ejidal y comunal, dentro d e  
los cuales pueden comprenderse las actuaciones realizadas dentro de la 
ejecución o reejecución de resoluciones presidenciales dotatorias de tie- 
rras, aun de las efectuadas con anterioridad a la entrada en vigor de - 
la última ley citada anteriormente, siempre que la impugnaciítn se rea- 
lice con posterioridad a su instauración, en virtud de que ahora co- 
rresponde a dichos Órganos jurisdiccionales conocer, a través del juicio 
agrario, de dichas cuestiones. 

2a./J. 55/97 
Contradicción de tesis 58/96. Entre las sustentadas por el Primer y Segun- 

do Tribunales Colegiados ambos en Materia Administrativa del Tercer Cir- 
cuito. 3 de octubre de 1997. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. 
Secretario: Ariel Alberto Rojas Caballero. 

Tesis de jurisprudencia 55/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de tres de octubre de mil novecientos noventa y 
siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Romero, Ma- 
&no Azuela Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 1. Ortiz 
Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 

JUICIO AGRARIO. OBLIGACIdN DEL JUZGADOR DE SUPLIR 
L A  DEFICIENCIA DE LA QUEJA, DE RECABAR OFICIOSAMEN- 
T E  PRUEBAS Y DE ACORDAR LA PRACTICA, AMPLIACIdN O 
PERFECCIONAMIENTO DE DILIGENCIAS EN FAVOR DE L14 
CLASE CAMPESINA. 

Con base en lo establecido en la tesis de esta Sala, LXXXVIl97, con 
rubro: "PODER. EL  USO DE ESTE VERBO EN LAS DISPOSICIO- 
NES LEGALES, NO NEC,ESARIAMENTE IMPLICA UNA FACUL- 
TAD DISCRECIONAL", debe interpretarse que si el artículo 189 de  
la Ley Agraria dispone que las sentencias se dicten a verdad sabida, sin 
sujetarse a reglas sobre estimación de las pruebas, sino apreciando los 
hechos y documentos según se estime debido en conciencia, motivo 
por el cual no  puede aceptarse que el juzgador, percatándose de que 
carece de los elementos indispensables para resolver con apego a la 
justicia, quede en plena libertad de decidir si se allega o no  esos ele- 
mentos, sólo porque los artículos 186 y 187 de la ley citada utilicen el 
vocablo "podrán" en vez de "deberán", al regular lo relativo a la pdc -  
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tica, ampliación o perfeccionamiento de diligencias y a la obtención 
oficiosa de pruebas, ya que ello pugna con la intención del legislador, 
con la regulación del juicio agrario ausente de formulismos y con el 
logro de una auténtica justicia agraria. 

2a./J. 54/97 
Contradicción de tesis 67/96. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Tribunal Cole- 
giado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito. 19 de 
septiembre de 1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador 
Aguirre Anguiano. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: María Este- 
la Ferrer Mac Gregor Poisot. 

Tesis de jurisprudencia 54/97. Aprobada por la Segunda Sala de este alto 
tribunal, en sesión pública de diecinueve de septiembre de mil novecientos 
noventa y siete, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Díaz 
Romero, Mariano Azuela Güitrón, Gder rno  1. Ortiz Miyagoitia y presidente 
Genaro David Góngora Pimentel. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

INTERESES ORDINARIOS Y MORATORIOS EN EL JUICIO EJE- 
CUTIVO MERCANTIL.  N O  PUEDEN DEVENGARSE SIMULTA- 
NEAMENTE. 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 362 del Código 
de Comercio, 152 fracción 11 y 174, párrafo segundo, de la Ley Gene- 
ral de Títulos y Operaciones de Crédito, en relación con lo practicado 
en el documento ejecutivo base de la acción cambiaria deducida por el 
ejecutante, debe colegirse que los intereses moratorios que tiene que 
cubrir el obligado cambiario, se generan en virtud del incumplimiento 
en el pago del adeudo, computándose a partir del vencimiento de aquel 
documento hasta que se pague el débito; en cambio, los intereses or- 
dinarios o normales se devengan a cargo del deudor durante el lapso 
comprendido desde la fecha de suscripción del documento en mención 
o disfrute del crédito, hasta el vencimiento de aquél, lo que implica 
que no puede conceptuarse que los indicados intereses ordinarios y 
moratorios se devenguen simultáneamente, esto es, que los primeros 
se sigan generando ya en la mora junto con los segundos, puesto que 
con esa pretensión se persigue un ilegal doble cobro de tales intereses, 
que riñe con el espíritii de los preceptos legales invocados. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MtlTERIA CIVIL 
DEL SÉPTIMO CIRCUITO 
V1I.lo.C. J/3 

Amparo directo 149/93. Banca Serfín, S. A. 31 de marzo de 1993. Uixuiiriii- 
dad de votos. Ponente: Alfonso Ortiz Díaz. Secretario: Sergio Hernández 
Loyo. 

Amparo en revisión 189/93. Mabel Santés Bernabé y otro. 12 de agcsto de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Adrián Avendaño Constantino. Secre- 
tario: Manuel García Valdés. 

Amparo en revisión 261/93. José Guadalupe Riaño Santb y otra. 13 de 
agosto de 1993. Unanimidad de votos. Ponente: Omar Lesson Ovando. Secre- 
tario: Alberto Quinto Camacho. 

Amparo directo 947/93. Adalberto Tejeda Patraca. 18 de noviembre de 
1993. Unanimidad de votos. Ponente: Omar Losson Ovando. Secretario: Al- 
berto Quinto Camacho. 

Amparo directo 723/97. Rafael Blanco Aparicio, María de los Ángeles Gui- 
llaumin Croda de Blanco y Hostal del Tejar, S. A. de C. V. 11 de septiem- 
bre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonso Ortiz Díaz. Secr~tario: 
Vicente Morales Cabrera. 

MINISTERIO PUBLICO. LAS DILIGENCIAS PRACTICADAS EN 
AVERIGUACZON PREVIA NO PUEDEN CONSTITUIR  VIOLA- 
CIONES PROCESALES. 

El concepto de violación que se endereza a hacer patentes las irre- 
gularidades cometidas por el Ministerio Público durante la fase de 
averiguación previa, es inatendible, ya que las diligencias practicadas 
por el Ministerio Público como autoridad no deben ser consideradas 
como violaciones procesales, por no encontrarse encuadradas en ningu- 
na de las hipótesis previstas por el artículo 160 de la Ley de Amparo, 
ya que éstas se refieren a las diligencias practicadas por el Juez del 
proceso, situacibn que no acontece en las diligencias que practica e1 
Ministerio Público en la fase indagatoria. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DeCIMO SEPTIMO CIRCUITO 
XV11.20. J/8 

Amparo directo 659196. Óscar Prieto Ramírez. 5 de diciembre de 1996. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretario: Jorge 
Luis Olivares López. 

Amparo directo 232/97. Ernesto Venegas Silva. 12 de junio de 1997. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretario: Rafael 
Maldonado Porras. 

Amparo directo 305/97. Rubén Durán Sáenz. 3 de julio de 1997. Unanimi- 
dad de votos. Ponente: Angel Gregorio Vázquez González. Secretario: GabrieI 
Ascención Galván Canizales. 
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Amparo directo 455/97. José Carlos Holguín Rivera. 21 de agosto de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Luis Gómez Molina. Secretario: Rafael 
Maldonado Porras. 

Amparo directo 252/97. José Ramón Ángel Torres. 2 de octubre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Olivia Heiras de Mancisidor. Secretario: 
David Fernando Rodríguez Pateén. 

REPARACION DEL DARO, PRUEBA DE SU PROCEDENCIA, DE- 
VENIDA DEL DELITO DE HOMICIDIO. 

Tomando en consideración que la reparación del daño tiene el carác- 
ter de  pena pública y de que ésta cuenta con medios enérgicos de 
ejecución, de acuerdo con l o  que disponen los artículos 29, párrafo 
primero, 30, fracción 11, 31 párrafo primero, 33, 34, párrafo primero, 
35, 37, 38 y 39 del Código Penal para el Distrito Federal, si demos- 
trado está en el proceso del daño causado a la familia de la víctima 
con la muerte de  ésta, devenida del delito de homicidio por el que 
se dictó sentencia condenatoria, basta con tal prueba para que el juz- 
gador fije el monto del pago correspondiente conforme a lo  ordenado 
en el Código Civil para la misma entidad, que remite a las cuotas 
establecidas por la Ley Federal del Trabajo. Máxime que  a la referida 
ley laboral envían los numerales 35 del Código Penal vigente para el 
Distrito Federal y 556, fracción 1, del Código de Procedimientos Pe- 
nales para la localidad; en la inteligencia d e  que esas tres codificacio- 
nes se interpretan conjuntamente en 10s artículos aplicables al caso 
subexamen, por provenir del mismo legislador federal y, por ende, 
deben complementarse mutuamente, criterio que es acorde con una 
interpretación científica y racional del derecho, pues el fin social d e  la 
ley penal, en la materia de la reparación del daño, es la protección del 
ofendido ,por el delito. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.20.P. J/5 

Amparo directo 916/89. Concepción Miguez de Cruz. 29 de noviembre de 
1989. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Martín Carrasca. Secretario: 
Sergio Darío Maldonado Soto. 

Amparo directo 502/95. Gerardo Orozco Briseño e Ignacio Dorantes Coro- 
na. 15 de septiembre de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Amado Gue- 
rrero Alvarado. Secretario: Renato Sales Heredia. 

Amparo directo 690/97. Gabriel Rodríguez Navarro. 30 de junio de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Amado Guerrero Mvarado. Secretario: Rey- 
naldo M. Reyes Rosas. 

Amparo directo 1762/96. Juan José Romero Pimentel. 30 de septiembre de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Amado Guerrero Alvarado. Secretaria: 
María del Pilar Vargas Codina. 
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Amparo directo 1766/96. Angel Soto Sánchez. 30 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Amado Guerrero Alvarado. Secretaria: Ma- 
ría del Pilar Vargas Codina. 

REPARACIdN DEL DARO,  TÉRMINO PARA CUMPLIR CON LA.  
VIOLA GARANTfAS CUANDO AFECTA A L  BENEFICIO DE 
LA SUSTITUTIVA DE PRZSZdN. 

Viola garantias el término perentorio que impone el juzgador al 
sentenciado, para que satisfaga la reparación del daño, como condicie 
nante para que pueda disfrutar de los beneficios de la sustitución de 
la pena de prisión, toda vez que el artículo 76 del Código Penal para 
el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda la Re@- 
blica en Materia de Fuero Federal no establece plazo como condicio- 
nante de dejar sin efectos tal beneficio, por lo que fijarlo en tal sentido 
resulta injusto, ya que desnaturaliza las sustitutivas contenidas en el 
articulo 70 del dispositivo legal antes mencionado, pues ello conduce 
a que en caso de incumplimiento, por insolvencia o por cualquier otra 
causa deje de surtir efectos la sustitutiva, debiendo por ello eliminarse 
de la sentencia el citado plazo, en aquellas hipótesis en las que atenta 
en contra del beneficio concedido. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.3o.P. J/8 

Amparo directo 1871/93. Luis Alfonso Cosgaya Zetina. 17 de enero de 1994. 
Unanimidad de votos. Ponente: Carlos de Gortari Jiménez. Secretaria: Mar- 
tha Yolanda García Verduzco. 

Amparo directo 475/94. Pedro Manrique Moreno. 18 de abril de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Manuel Morales Cruz. Secretario: Oscar V. Mar- 
tínez Mendoza. 

Amparo directo 807/94. Delfina Ramírez Vargas. 15 de junio de 1994. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretario: Ignacio Ma- 
nuel Cal y Mayor García. 

Amparo directo 27/97. Federico David García Alvarado. 30 de abril de 
1997. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Morales Cruz. Secretaria: Mar- 
tha Gonzáiez Hemández. 

Amparo directo 971/97. Guadalupe Padilla Mendoza. 11 de julio de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo Velasco Félix. Secretaria: Gloria 
Rangel del Valle. 

SALARIO, EL A U T O M ó V I L  NO FORMA P A R T E  DEL. 

Cuando el automóvil se le entrega al trabajador para su uso perso- 
nal, se entiende que se le proporciona como un instrumento de traba- 
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jo para  q u e  co'n mayor eficacia desempeñe sus labores, por lo q u e  en 
estas condiciones no es parte integrante del salario. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN hlATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
1.lo.T. 5/30 

Amparo directo 3301/92. José de Jesús Chávez Camarena. 23 de abril de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: 
Ma. Guadalupe Villegas Gómez. 

Amparo directo 12491/95. Juan Manuel Pérez Gil Chanona. 18 de enero de 
1996. Unanimidad de votos. Ponente: Kubén Pedrero Rodríguez. Secretario: 
Ángel Salazar Torres. 

Amparo directo 10281/96. Isaías Hernández Ochoa. 24 de octubre de 1996- 
Unanimidad de votos. Ponente: Horacio Cardoso Ugarte. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín. 

Amparo directo 5281/97. Augusto Bobadilla García. 22 de mayo de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretario: AngeI 
Salazar Torres. 

Amparo directo 8901/97. Rocío Alvarez Calleja. 11 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Rubén Pedrero Rodríguez. Secretaria: Alma 
Estela Flores Martínez. 

TESTIGOS. COINCIDENCIA EN SUS DECLARACIONES. 

Si los testigos declaran con relaci6n a un mismo hecho, resulta obvio 
que sus declk-aciones deben ser coincidentes para merecer crédito y de  
esa coincidencia no puede inferirse que necesariamente los testigos fue- - 

ron previamente aleccionados si la parte quejosa no acredita que incu- 
rrieron en errores o falsedades. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL TERCER CIRCUITO 
1II.T. J/16 

Amparo directo 198/88. Salvador Palomera Colmenares. 28 de septiembre 
de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: A.lfonsina Berta Navarro Hidalgo. 
Secretario: Antonio Hemández Lozano. 

Amparo directo 382/89. Elena Margarita Peña Lomelí. 17 de enero d e  
1990. Unanimidad de votos. Ponente: Alfonsina Berta Navarro Hidaleo. Se- " 
cretario: Antonio Hernández Lozano. 

Amparo directo 185/90. Nicéforo Cerón Bedolla. 22 de agosto de 1990. Una- 
nimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: 
José de Jesús Mumeta Lúpez. 

Amparo directo 59/97. Calli, S. A. de C. V. 10 de septiembre de 1997- 
Unanimidad de votos. Ponente: José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: 
José de Jesús Murrieta López. 

Amparo directo 60/97. Eduardo Padilla Quiroz. 10 de septiembre de 1997, 
Unanimidad de votos. Ponente José de Jesús Rodríguez Martínez. Secretario: 
José de Jesús Murrieta Mpez. 
Véase: Semanario Judicial & la Federacidn, 7a. epoca, vol. 90, quinta parte, 

p. 31, tesis de rubro: "TESTIGOS. COINCIDENCIA EN SUS DECLARACXONES", 
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DICIEMBRE 

PRIMERA SALA 

APLICACION EXACTA DE LA LEY PENAL, GARANTfA DE LA, 
EN RELACZóN AL DELITO DE VIOLACIdN A LA SUSPENSION. 

El artículo 206 de la Ley de Amparo, al establecer el tipo del delito 
de desobediencia al auto de suspensión debidamente notificado y ha- 
cer la remisión, para efectos de sancion, al de abuso de a u t k d a d  
prevista por el artículo 215 del Código Penal Federal, no es violatorio 
de la garantía de exacta aplicación de la ley en materia penal, ya que 
los principios nullum crimen sine lege y nutla poena sine lege, en que 
descansa dicha garantía, se refieren a que un hecho que no esté tipifi- 
cado en la ley como delito, no puede conducir a la imposicibn de una 
pena, porque a todo hecho relacionado en la ley como delito debe 
preverse expresamente la pena que le corresponda, en caso de su comi- 
sión. Tales principios son respetados en los preceptos mencionados, al 
describir, el primero de ellos, el tipo penal respectivo, y el segundo, 
en los párrafos penúltimo y último, la sanci6n que ha de aplicarse a 
quien realice la conducta tipificada. Así, la imposición por analogía 
de una pena, que implica también por analogía la aplicación de una 
norma que contiene una determinada sanción, a un caso que no está 
expresamente castigado por ésta, que es lo que proscribe el párrafo 
tercero del artículo 14 constitucional, no se surte en las normas im- 
pugnadas. 

la./J. 46/97 
Contradicción de tesis 19/97. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole- 

giados Primero y Segundo del Décimo Segundo Circuito. 22 de octubre de 
1997. Cinco votos. Ponente: Humberto Román Palacios. Secretario: Antonio 
Espinosa Rangel. 

Tesis de jurisprudencia 46/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de cinco de noviembre de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cuatro votos de los Ministros presidente Juventino V. Cas- 
tro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga Sánchez 
Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo, previo 
aviso a la Presidencia. 

CONTRADZCCZdN DE TESIS, SU NATURALEZA JURÍDICA. 

El artículo 197-A de la Ley de Amparo dispone que: "C'uando 'los 
Tribunales Colegiados de Circuito sustenten tesis contradictorias en los 
jucios de amparo de su competencia, los Ministros de la Suprema 
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Corte de Justicia, el procurador general de la República, los mencio- 
nados tribunales o los Magistrados que los integren, o las partes que 
intervinieron en los juicios en que tales tesis hubieran sido sustentadas, 
podrán denunciar la contradicción ante la Suprema Corte de Justicia, 
la que decidirá cuál tesis debe prevalecer.. . La resolución que se dicte 
no afectará las situaciones jurídicas concretas derivadas de los juicios 
en los cuales se hubiesen dictado las sentencias contradictorias.. .". La 
fracción VIII, último párrafo y la fracci6n IX del artículo 107 consti- 
tucional establecen, como regla general, la inimpugnabilidad de las - - - - 

resoluciones que en materia de amparo pronuncien los Tribunales 
Colegiados y, como caso de excepción, en los supuestos que la propia 
Constitución y la ley relativa establecen. Consecuentemente, la contra- 
dicción de tesis no constituye un recurso de aclaración de sentencia 
ni de revisión, sino una forma o sistema de integración de jurispru- 
dencia,, cuya finalidad es preservar la unidad de interpretación de las 
normas que conforman el orden jurídico nacional, decidiendo los cri- 
terios que deben prevalecer cuando existe oposición entre los que 
sustenten los mencionados órganos jurisdiccionales en torno a un mis- 
mo problema legal, sin que se afecten las situaciones jurídicas conae- 
tas derivadas de los juicios en los cuales se hubiesen emitido dichos 
criterios. 

la./J. 47/97 
Contradicción de tesis 5/92. Entre las sustentadas por los Tribunales Cole- 

giados Quinto, Segundo y Cuarto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 
lo. de febrero de 1993. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Trinidad 
Lanz Cárdenas. Secretario: Arturo Garcfa Torres. 

Contradicción de tesis 13/96. Entre las sustentadas por el Cuarto y Octavo 
Tribunales Colegiados en Materia Civil del Primer Circuito. 18 de septiembre 
de 1996. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Juan N. Si,lva Meza. Ponente: 
José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretario: Luis Ignacio Rosas González. 

Contradicción de tesis 2/96. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal 
Colegiado del Tercer Circuito, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Material Penal del 
Primer Circuito. 4 de junio de 1997. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Alejandro Vi1,lagómez Gordillo. 

Contradiccibn de tesis 86/96. Entre las sustentadas por el Segundo, Cuarto 
y Tercer Tribunales Colegiados, todos en Materia Penal del Primer Circuito. 
4 de junio de 1997. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: 
María del Socorro Olivares Dobarganes. 

Contradicción de tesis 56/96. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal 
Colegiado del Sexto Circuito y la entonces Tercera Sala de la Suprema Cor- 
te de Justicia de la Nación, Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito. Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito y Primer 
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Tribunal Colegiado del Décimo Circuito. 17 de septiembre de 1997. Cinco 
votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Sergio A. Alvarado Puente. 

Tesis de jurisprudencia 47/97. Aprobada por la Primera Sala de este alto 
tribunal, en sesión de cinco de noviembre de mil novecientos noventa y siete, 
por unanimidad de cuatro votos de los Ministros, presidente Juventino V. 
Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva Meza y Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo, 
previo aviso a la Presidencia. 

SEGUNDA SALA 

COkIPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO 
PROMOVIDO C O N T R A  L A  RESOLUCZdN DICTADA POR LOS 
TRIBUNALES UNITARIOS AGRARIOS EN EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD PREVISTO EN EL A R T f C U L O  432 DE L A  
LEY FEDERAL DE LA REFORMA AGRARIA, ACTUALMENTE 
ABROGADA, CORRESPONDE A U N  TRIBUNAL COLEGIADO 
DE: CIRCUITO EN AMPARO DIRECTO. 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 44, 46 y 158 de la 
Ley de Amparo, los Tribunales Colegiados de Circuito son competen- 
tes para conocer, en amparo directo, de las sentencias definitivas o 
resoluciones que pongan fin al juicio dictadas por tribunales adminis- 
trativos. Asimismo, por virtud del decreto de reforma constituciónal 
publicado el seis de enero de mil novecientos noventa y dos, que mo- 
dificó el artículo 27, fracción XIX, de la Carta Magna, se estableció 
que la administración de justicia agraria estaría a cargo de tribunales 
agrarios, órganos que cuentan con autonomía y jurisdicción plena para 
emitir sus resoluciones. Ahora bien, los artículos tercero transitorio 
del aludido decreto y quinto transitorio de la Ley Orgánica de los Tri- 
bunales Agrarios, publicada el veintiséis de febrero del año en cita, 
ordenaron la remisión de los expedientes de privación de derechos 
agrarios, en trámite ante las autoridades administrativas, a los Tribu- 
nales Unitarios Agrarios para su resolución, asuntos entre los cuales 
se encuentran los recursos de inconformidad interpuestos en contra de 
resoluciones recaídas a los procedimientos de privación de derechos 
agrarios, dictadas por las Comisiones Agrarias Mixtas, medio de impug- 
nacibn previsto en el artículo 432 de la Ley Federal de la Reforma 
Agraria, ordenamiento actualmente abrogado. Por tanto, si bien es 
cierto que, en rigor técnico, la resolución dictada por los mencionados 
tribunales tiene como finalidad confirmar, modificar o revocar la re- 
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solucih emitida por una autoridad administrativa en un procedi- 
miento seguido en forma de juicio, tal situación no conduce a sostener 
la procedencia del amparo indirecto para combatirla, conforme al al-- 
tículo 114, fracción 11, de la ley de la materia, sino la del amparo 
directo ante los Tribunales Colegiados de Circuito, en razón de que, 
como la sentencia decida el conflicto en relación con los derechos 
agrarios en conflicto, o pone fin al trámite relativo, adquiere el carác- 
ter de cosa juzgada dada la naturaleza jurisdiccional del órgano emi- 
sor, además de resultar innecesaria la promoción de un amparo indi- 
recto que retrasaría la solución de conflictos agrarios, al contemplar 
etapas de ofrecimiento y desahogo de pruebas, porque los elementos 
de convicción requeridos para decidir debieron estar a la vista del Tri- 
bunal Unitario Agrario, existiendo también la necesidad de uniformar 
la determinación del medio de impugnación que tienen los afectados 
con sentencias dictadas por los Tribunales Agrarios, ya sea que se hu- 
biesen emitido con base en la legislación vigente o con apoyo en la 
abrogada, en los procedimientos iniciados con anterioridad a aquélla. 

2a./J. 60/97 
Contradicción de tesis 49/96. Entre las sustentadas por el Tribunal Cole- 

giado del Vigésimo Segundo Circuito y el Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Tercer Circuito. 31 de enero de 1997. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela 
Güitrón. Secretario: Humberto Suárez Camacho. 

Tesis de jurisprudencia 60197. Aprobada por la Segunda Sala de ese Alto 
Tribunal, en sesión pública de treinta y uno de enero de mil novecientos no- 
venta y siete, por unanimidad de cinco votos de los Ministros Juan Díaz Ro- 
mero, Mariano Azuela Cüitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Guillermo 
1. Ortiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. 

TRIBUNALES COLEGIADOS 

ABANDONO DEL TRABAJO Y FALTAS DE ASISTENCIA INJUS- 
TIFICADAS (DIFERENCIAS). 

Aunque ambas causales rescisorias de la relación laboral se traducen 
en la ausencia del trabajador a sus labores, el abandono del trabajo 
se caracteriza por ser un acto voluntario del trabajador, que revela su 
manifiesta o evidente intención de no regresar al servicio de su em- 
pleador -sea porque lo manifieste expresamente o se halle prestando 
servicios a distinta persona-, mientras que las inasistencias, por sí mis- 
mas, no son reveladoras de la intención a que se alude, por más que el 
trabajador carezca del permiso del patrón o no pruebe la causa que 
justificara su inasistencia a la fuente de trabajo. 
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CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO 
DEL PRIMER CIRCUITO 
I.4o.T. J/4 

Amparo directo 797/94. Tomás Esteban Ramirez Corona. 13 de  octubre de 
1994. Unanimidad de votos. Ponente: Fortino Valencia Sandoval. Secretario: 
Leonardo A. López Taboada. 

Amparo directo 32/95. Nohelia Ramos Sotelo. 8 de febrero de 1995. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Fortino Valencia Sandoval. Secretario: Miguel 
César Magallón Trujillo. 

Amparo directo 147/97. Alfonso González Rodríguez. 29 de mayo de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Antonio García Guillén. Secretario: Víc- 
tor Hugo Uribe Millán. 

Amparo directo 683/97. Dante Tapia Sandoval. 3 de julio de 1997. Unani- 
midad de votos. Ponente: Fortino Valencia Sandoval. 

Amparo directo 796/97. Fredy Serrano Flores. 26 de septiembre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: José Antonio García Guillén. Secretario: 
Víctor Hugo Uribe Millán. 

JUICIOS EJECUTIVOS MERCANTILES PROMOVIDOS CON 
BASE EN TÍTULOS DE CRBDITO. APLICABILIDAD DE LAS 
REFORMAS A L  CóDIGO,  PUBLICADAS EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN DE VEINTICUATRO DE MAYO DE MIL 
N O  VECIENTOS N O  VENTA Y SEIS. 

De la recta interpretación del artículo primero transitorio del decre- 
to de fecha veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis 
mediante el cual se reformaron diversas disposiciones legales del Có- 
digo de Comercio, se concluye que dichas reformas no son aplicables 
a personas que tengan contratados créditos con anterioridad a su vi- 
gencia; por tanto, es inexacto estimar que tales reformas son aplicables 
tratándose de juicios promovidos con base en títulos de crédito, inde- 
pendientemente de la fecha de suscripción, pues éstos no implican de 
manera forzosa la existencia de un contrato de crédito dada la varie- 
dad de causas generadoras de la expedicih de los referidos títulos. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO 
VI.20. J / l l6  

Amparo en revisión 29/97. Transformación y ComercializaciMi Industrial, 
S. A. de C. V. 23 de abril de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Antonio 
Meza Alarcón. Secretario: Arturo Villegas Márquez. 

Amparo directo 214/97. Luis Salinas Solano. 21 de mayo de 1997. Unani- 
midad de votos. Ponente : Carlos Loranca Muííoz. Secretario : Gonzalo Carre- 
ra Mdina. 

Amparo en revisión 433/97. Pablo Casas Rivas. 13 de agosto de 1997.. Una- 
nimidad de votos. Ponente: Carlos Loranca Muñoz. Secretario: Alfonso G a a  
ca Cossío. 

www.juridicas.unam.mx
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx

DR © 1998. Universidad Nacional Autónoma de México, 
Facultad de Derecho



JURISPRUDENCIA 317 

Arnparo directo 424/97. Luis Fdipe Tovar Casti,llo. 20 de agosto de  1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. Secretario: Enrique 
Baigts Muñoz. 

Amparo directo 556/97. Mariano Martínez Yano. 2 de octubre de 1997. 
Unanimidad de votos. Ponente: Antonio Meza Alarcón. secretario: Nelson 
Loranca Ventura. 

Nota: Sobre el tema tratado existen denuncias de contradiccibn de tesis nbme- 
ros 28/97 y 37/97, pendientes de resolver en la Primera Sala. 

O R D E N  DE VISTA, VICIOS FORMALES EN LA.  SU NULIDAD 
DEBE SER PARA EFECTOS Y N O  LISA Y LLANA. 

La nulidad de la resolución por vicios de carácter formal, configu- 
rada al actualizarse alguna comisión en la orden de visita, como lo es, 
que no esté fundada y motivada debidamente al omitir precisar los 
impuestos cuyo wmplimiento fueron materia de la orden, esto es, por 
no sefíalar el objeto y propósito de la visita de auditoría, encuadra en 
la hacción 11 del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, 
por lo que en términos del artículo 239 del mencionado código, la Sala 
del Tribunal Fiscal de la Federación debe declarar la nulidad para 
el efecto de que la autoridad demandada deje insubsistente la resolu- 
ción commbatida y emita otra en la que declare nulo el procedimiento 
que dio origen a dicha orden de visita, desde el momento en que se 
sometió la violación formal. 

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL SEGUNDO CIRCUITO 
1I.A. J/2 

Revisión fiscal 17/97. Administradora Local Jurídica de Ingresos de Nau- 
calpan, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y 
otras. 14 de agosto de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Darío Carlos 
Contreras Reyes. Secretaria: América Elizabeth Trejo de la Luz. 

Revisión fiscal 11/97. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Nau- 
calpan en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 
2 1 de agosto de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Baraibar Cons- 
tantino. Secretaria: Teresita del Niño Jesús Palacios Iniestra. 

Revisión fiscal 53/93. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Naucal- 
pan en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 
25 de agosto de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Darío Carlos Contre- 
ras Reyes. Secretaria: María Dolores Omaña Ramirez. 

Revisión fiscal 24/97. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Naucal- 
pan en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 
11 de septiembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Baraibar 
Constantino. Secretaria: Sara Olimpia Reyes García. 

Revisión fiscal 59/97. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Naucal- 
pan, en representación del Secretario de Hacienda y Crédito Público y otras. 
11 de septiembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Baraibar 
Constantino. Secretaria: Blanca Isabel González Medrano. 
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